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Resumen: los sistemas de control de constitucionalidad de las 
leyes son piedra fundamental de los estados democráticos; 
la acción de inconstitucionalidad en México tiene por objeto 
resolver la contradicción o no conformidad de las normas ge-
nerales con la Constitución, con la posibilidad de expulsarlas 
del orden jurídico nacional. De ahí la importancia de definir su 
naturaleza, los efectos de las sentencias que declaren la invali-
dez de la norma y sus repercusiones prácticas, a fin de buscar 
soluciones a los casos en que esto pueda crear un vacío legal en 
perjuicio de la garantía de los derechos humanos. 

Abstract: the Control of law’s constitutionality systems are 
a cornerstone of democratic states; the action of unconstitu-
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tionality in Mexico is intended to resolve the contradiction or 
non-conformity of general norms with the Constitution with 
the possibility of expelling them from the national legal order. 
Hence the importance of defining its nature, the effects of the 
sentences that declare the invalidity of the norm and its prac-
tical repercussions, in order to seek solutions to cases in which 
this may create a legal vacuum to the detriment of the guaran-
tee of human rights. 
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I. Introducción. Los sistemas 
 de control constitucional

El reconocimiento de la supremacía y permanencia de la Cons-
titución, vinculado con la necesaria limitación del ejercicio del 
poder mediante contrapesos entre los órganos del Estado y la ga-
rantía de respeto a los derechos humanos, constituyen exigencias 
imprescindibles para la configuración de un Estado democrático; 
estos tres postulados han determinado ideológicamente el desa-
rrollo y evolución del constitucionalismo.1 

1	 Lucas Verdú, Pablo, Curso de Derecho Político, 3a. ed., Salamanca, Tec-
nos,1983, vol. II, p. 685.
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De ahí la necesidad de contar con un sistema efectivo para la 
defensa de la Constitución que se integra, a decir de Fix Zamu-
dio, con “[…] todos aquellos instrumentos jurídicos y procesales 
que se han establecido tanto para conservar la normativa cons-
titucional como para prevenir su violación, reprimir su desco-
nocimiento y, lo que es más importante, lograr el desarrollo y 
evolución de las propias disposiciones constitucionales”.2 A este 
concepto debemos agregar la referencia expresa a la posibili-
dad de invalidación del acto trasgresor del orden constitucional, 
que constituye la finalidad específica de los sistemas de control 
constitucional.3 La importancia del control de constitucionalidad 
también es evidente cuando se declara que el acto impugnado sí 
es congruente con la ley suprema. 

II. El control de constitucionalidad 
 de las leyes o normas generales

Centrándonos en el control de la constitucionalidad de las leyes o 
normas generales, es importante apuntar los principios que deben 
regir en el dictado de las sentencias que las invaliden. Hans Kel-
sen4 hace referencia al resultado del control de la constituciona-
lidad destacando que, para que la Constitución sea efectivamente 
garantizada es necesario que las resoluciones tengan fuerza anula-
toria, lo que se traduce en su posibilidad de ejecución, esto es, que 
la norma invalidada sea efectivamente excluida del sistema jurídi-
co; por otra parte, ante la disyuntiva de autorizar, o no, al Tribunal 
competente para anular un acto por vicios de forma, es decir, por 
irregularidad en el procedimiento legislativo, Kelsen sugiere darle 
libertad para decidir cuándo se trata de vicios esenciales y cuándo 
de no esenciales y, por lo tanto, calificar la gravedad y trascenden-
cia de la violación que amerite la anulación de la ley.

2	 Fix Zamudio, Héctor, La Constitución y su Defensa, México, UNAM, 1984, 
pp. 15-16.

3	 Burgoa Orihuela, Ignacio, El Juicio de Amparo, 29a. ed., México, Porrúa, 
1983, p. 168. 

4	 Kelsen, Hans, La garantía jurisdiccional de la Constitución (la justicia cons-
titucional), trad. de Rolando Tamayo Salmorán, México, IIJ-UNAM-Defen-
soría de los Derechos Universitarios, 2016, pp. 82-87.
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Así mismo, considera que es conveniente fijar un plazo para 
la posible anulación de la ley, ya que no es deseable que, si real-
mente resultara contraria a la Constitución, esté en vigor durante 
varios años; también, en interés de la seguridad jurídica, la decla-
ratoria de invalidez no debe tener efectos retroactivos, sino anu-
lar la disposición para el futuro, salvo excepciones, como lo es en 
nuestro sistema jurídico, la materia penal. Finalmente, es impor-
tante destacar que la anulación no tiene el efecto automático de 
revivir la ley anterior que la anulada abrogó, lo cual puede origi-
nar un lamentable vacío legal si la sentencia correspondiente no 
sienta las bases para prevenirlo, lo que será uno de los puntos de 
reflexión en el presente trabajo. 

El derecho procesal constitucional mexicano cuenta con tres 
medios de defensa jurisdiccional de la Constitución cuyas sen-
tencias pueden tener efectos anulatorios de los actos contrarios a 
la Constitución: el juicio de amparo, la controversia constitucio-
nal y la acción de inconstitucionalidad. Tratándose específica-
mente de los actos consistentes en leyes o normas generales, en 
el sistema vigente, únicamente la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, puede declarar su inconstitucionalidad o invalidez me-
diante el voto afirmativo de una mayoría especial de seis votos de 
las y los ministros que la integran. La necesidad de esta mayoría 
calificada se pretende justificar en el hecho de que, para revertir 
la presunción de constitucionalidad que tienen las decisiones del 
órgano legislativo derivada de que está integrado por represen-
tantes electos popularmente, es indispensable un consenso ma-
yoritario de quienes conforman el órgano que decide sobre la in-
validez de una ley que dejará de formar parte del orden jurídico. 

En relación con los efectos de las resoluciones que declaran 
la inconstitucionalidad o invalidez de leyes o normas generales, 
derivadas de estos medios de defensa jurisdiccional, las dictadas 
en el juicio de amparo tienen efectos solo entre las partes que 
intervinieron en el proceso, con base en el principio de relativi-
dad de las sentencias de amparo, aunque no podemos dejar de 
considerar que a partir de la reforma constitucional de 2011 tam-
bién se tutelan derechos de entes colectivos, con un interés legí-
timo, que tienen la posibilidad de reclamar el incumplimiento de 
una obligación de actuar de cualquier autoridad en aras de hacer 
efectivos derechos humanos cuya titularidad corresponda a al-
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gún grupo de personas, determinado o determinable;5 sin embar-
go, una mayoría calificada de seis ministros y ministras del Alto 
Tribunal, tiene la facultad de emitir, en casos específicos, una 
declaratoria general de inconstitucionalidad, lo que implica la ex-
pulsión de la norma general en cuestión del sistema jurídico, con 
excepción expresa de las disposiciones en materia tributaria. La 
Constitución vigente prevé los supuestos que aplican únicamen-
te a los amparos indirectos, cuando en la resolución del recurso 
de revisión se establece jurisprudencia por reiteración determi-
nando la inconstitucionalidad de una norma general emitida por 
el órgano legislativo o por alguna autoridad administrativa o ju-
risdiccional, cuyo alcance ha clarificado la Segunda Sala de la Su-
prema Corte.6 La jurisprudencia correspondiente se notifica a la 
autoridad emisora para que, en un plazo de 90 días naturales, rea-
lice las adecuaciones legislativas o regulatorias correspondientes 
y necesarias para corregir el problema de constitucionalidad ad-
vertido y, de no hacerlo, el máximo tribunal está facultado para 
emitir una declaratoria general de inconstitucionalidad fijando 
sus alcances y condiciones. 

En el caso de la controversia constitucional, en la que las par-
tes son únicamente órganos estatales, los efectos de la sentencia 
que declare la invalidez de normas generales dependen de la ca-
tegoría de las partes actora y demandada y se limitan a la esfera 
competencial de la parte actora, con obligación de la demandada 
de respetar esa situación.7 

5	 Tesis 1a./J. 167/2023, Semanario Judicial de la Federación, Undécima Épo-
ca, octubre de 2023, Interés legítimo de las asociaciones civiles. Requisitos 
que deben cumplir para acreditarlo cuando reclaman en juicio de ampa-
ro indirecto la inconstitucionalidad de normas generales. https://sjf2.scjn.
gob.mx/detalle/tesis/2027535

6	 Tesis 2a. XXIII/2019, Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
5 de abril de 2019, Declaratoria general de inconstitucionalidad. Los artí-
culos 231, 232 y 233 de la ley de amparo son acordes con lo previsto en el 
artículo 107, fracción ii, segundo y tercer párrafos, de la Constitución Po-
lítica de Los Estados Unidos Mexicanos. https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/
tesis/2019624 

7	 Tesis P./J. 9/99, Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, abril 
de 1999, Controversias constitucionales. Los efectos generales de la decla-
ración de invalidez de normas generales, dependen de la categoría de las 
partes actora y demandada. https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/194295
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III. La acción de inconstitucionalidad. Naturaleza, 
partes legitimadas y alcance de las resoluciones

El objeto del juicio de acción de inconstitucionalidad es “plantear 
la posible contradicción entre una norma de carácter general y 
esta Constitución” conforme al párrafo inicial de la fracción II 
del artículo 105 constitucional. No utilizó el legislador el voca-
blo de “ley” sino que optó por referirse a “una norma de carác-
ter general”, incluyendo como objeto del control solo a las leyes 
en sentido formal y material, esto es, las expedidas por órganos 
legislativos; pero considerando también como norma, en forma 
expresa, a los tratados internacionales, como se deduce de los 
supuestos de legitimación activa que el propio precepto enlista. 

La Jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte ha determi-
nado que: 

La intención del Constituyente Permanente, al establecer las accio-
nes de inconstitucionalidad, fue la de instituir un procedimiento 
mediante el cual se pudiera confrontar una norma de carácter ge-
neral con la Constitución y que la sentencia que se dictara tuvie-
ra efectos generales, a diferencia de lo que sucede con el juicio de 
amparo, en el que la sentencia solo tiene efectos para las partes. No 
puede aceptarse su procedencia contra normas diversas, ya que, en 
tales casos, por la propia naturaleza del acto combatido, la senten-
cia no tiene efectos generales, sino relativos.8 

La acción tampoco es procedente en contra de omisiones le-
gislativas, a efecto de pretender ajustar la legislación secundaria 
a la Constitución.9

Por otra parte, cuando en 1996 se estableció la procedencia 
de la acción de inconstitucionalidad como única vía para impug-

8	 Tesis P./J. 22/99, Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, abril 
de 1999, Acción de inconstitucionalidad. Solo procede contra normas ge-
nerales que tengan el carácter de leyes o de tratados internacionales. ht-
tps://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/194283

9	 Tesis P. XXXI/2007, Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, 
diciembre de 2007, Omisiones legislativas. Es improcedente la acción de 
inconstitucionalidad en su contra, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/te-
sis/170678
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nar la legislación electoral, el objeto del procedimiento se precisó 
como “la no conformidad de las leyes electorales a la Constitu-
ción” a diferencia del objeto genérico de “posible contradicción”; 
esta expresión, así como el hecho de que una vez iniciado el pro-
ceso electoral no podrá haber modificaciones legales fundamen-
tales, ha permitido que el alcance del control en este tipo de ac-
ciones se extienda al aspecto formal y a permitir la reviviscencia 
de las normas vigentes antes de la emisión de la ley invalidada.

En cuanto a su naturaleza y alcance, la acción de inconstitu-
cionalidad es un procedimiento (no un proceso), “porque ella no 
tiende a resolver un conflicto relacionado con el interés personal 
directo o indirecto de las partes, ya que ninguno de quienes la 
instan necesariamente pretende hacer valer un supuesto dere-
cho propio como en el amparo o en la controversia”.10 Se trata, 
por lo tanto, de un control abstracto que “implica impedir que 
en el caso de aplicación de las normas se produzca un conflic-
to normativo, por lo que se puede sostener que no resuelve un 
conflicto en relación con un caso particular, sino que evita que 
se verifique al eliminar la norma inconstitucional”.11 Su carácter 
abstracto también está relacionado con la circunstancia de que 
para impugnar la norma no se requiere un acto de aplicación, 
sino únicamente su publicación; además, el órgano jurisdiccional 
tiene la obligación de resolver si existe o no la contradicción de 
esa norma con el texto constitucional, aun cuando no se hayan 
expresado agravios, excepto en materia electoral. 

Tratándose de un control abstracto, la legitimación activa se 
reserva a ciertos órganos o entidades políticas en función de la 
norma general que se impugne, no se permite iniciarla a particu-
lares en defensa de sus propios intereses, es decir, es un medio de 
control fuera del alcance directo de la ciudadanía.

10	 Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Sánchez Gil, Rubén, Efectos y contenidos de 
las sentencias en acción de inconstitucionalidad: análisis teórico referido al 
caso “Ley de Medios”, México, UNAM, 2009, p. 8.

11	 Huerta Ochoa, Carla, “La acción de inconstitucionalidad como control 
abstracto de conflictos normativos”, Boletín Mexicano de Derecho Compara-
do, México, nueva serie, año XXXVI, núm. 108, septiembre-diciembre de 
2003, p. 935, https://www.scielo.org.mx/pdf/bmdc/v36n108/v36n108a06.
pdf 
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En principio, la legitimación se otorga a las minorías parla-
mentarias en un 33% respecto de las leyes expedidas por el ór-
gano al que pertenecen. La finalidad de legitimar a un porcen-
taje minoritario de los integrantes de cada uno de los cuerpos 
legislativos para impugnar las leyes aprobadas por una mayoría 
debiera ser, precisamente, proteger los derechos, la voluntad de 
una parte de la ciudadanía que tiene afinidad con esos grupos 
parlamentarios; puede considerarse, y cito a Gómez Fierro como 

una oportunidad de apelar la decisión mayoritaria y evitar la per-
manencia de una norma general contraria a la Constitución en el 
orden jurídico. Materialmente, su finalidad es la de proteger los de-
rechos de las minorías ciudadanas que eligieron a esas minorías le-
gislativas y así, evitar que, bajo el supuesto de acciones democráti-
cas el grupo mayoritario termine haciendo nugatorios los derechos 
humanos de las minorías ciudadanas.12

No se puede soslayar que, en un sistema de partido hegemó-
nico, la integración de los órganos legislativos con una importan-
te mayoría de un solo partido hace sumamente difícil que algún 
partido político de oposición, por sí mismo, pueda llegar al um-
bral del 33%, a menos que se una con otros grupos parlamenta-
rios minoritarios, lo que obstaculiza que estas minorías constitu-
yan un auténtico contrapeso. 

En cuanto a las otras partes legitimadas, el Ejecutivo Federal 
puede impugnar todas las normas generales de carácter federal y 
de las entidades federativas; en cambio, a las Comisiones de De-
fensa de los Derechos Humanos, se les restringe la legitimación 
a los casos en consideren que existe vulneración a los derechos 
humanos consagrados en la Constitución Federal y en los trata-
dos internacionales de los que México sea parte; al Fiscal General 
de la República se le circunscribe a la materia penal y procesal 
penal, así como las leyes y tratados relacionadas con el ámbito de 
sus funciones; y, finalmente, los partidos políticos con registro, 
siendo entidades de interés público con derechos, obligaciones y 
prerrogativas para intervenir en los procesos electorales, solo es-

12	 Gómez Fierro, Juan Pablo, Una nueva acción de inconstitucionalidad en Mé-
xico, México, Tirant lo Blanch, 2023, p. 109.
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tán legitimados para promover acciones de inconstitucionalidad 
en relación con leyes electorales por ser este el único medio para 
impugnarlas.

IV. Las resoluciones en la acción de  
inconstitucionalidad y sus efectos

El procedimiento de acción de inconstitucionalidad puede con-
cluir por varios supuestos, ya sea que se actualice alguna causa 
de improcedencia, en cuyo caso opera el desechamiento de la de-
manda (si esta es manifiesta e indudable desde su presentación) 
o el sobreseimiento, que implica no entrar al estudio del fondo 
del asunto planteado. 

Dentro de los supuestos de la procedencia de la acción, exis-
ten las siguientes posibilidades:

1.	 Que se estime procedente la acción, pero infundada la 
pretensión, con lo cual se declara la validez de la norma 
impugnada.

2.	 Que se declare procedente la acción y fundada la preten-
sión, proponiendo la declaración de invalidez de la nor-
ma impugnada, pero que al momento de la votación no 
se obtenga la mayoría calificada del Pleno, con lo cual, la 
acción se desestima y se ordena archivar el expediente, lo 
que equivale prácticamente a un sobreseimiento; el pro-
cedimiento de control no tendrá ningún efecto.

3.	 Que se declare procedente la acción, fundada la preten-
sión de invalidez y se obtenga la mayoría calificada en la 
votación del Pleno. En este caso la sentencia producirá la 
invalidez de la norma impugnada, lo que implica su ex-
pulsión del sistema jurídico ya sea de una manera parcial 
o total, a partir de la fecha en que lo determine la propia 
resolución, siempre hacia el futuro, sin efectos retroacti-
vos, salvo en materia penal. 

La sentencia que declare la invalidez debe definir sus alcan-
ces y efectos, fijar con precisión, en su caso, los órganos obliga-
dos a cumplirla, así como, las normas generales o porciones nor-
mativas respecto de las cuales opere la nulidad, así como, todos 

339 | 

La acción de inconstitucionalidad y los efectos de la declaración…



los elementos necesarios para su plena eficacia, considerando 
que sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya 
validez dependa de la invalidada.13 Esto es, pueden trascender 
a todo el sistema normativo aun cuando se incluyan normas no 
impugnadas en la demanda. 

Una de las posibles causas de invalidez es la referente a los 
vicios formales, esto es, los derivados de la violación al proceso 
legislativo en la aprobación de la ley impugnada, criterio que la 
Suprema Corte aplica desde 200614 en las acciones de inconstitu-
cionalidad (Tesis P/J 32/2007)15 y que incluso considera deben 
examinarse previo a las violaciones de fondo, porque pueden te-
ner un efecto de invalidación total de la norma impugnada. El 
argumento consiste en que las violaciones procedimentales inci-
den directamente sobre los principios democráticos. 

En relación con los efectos de una sentencia que declara la in-
validez de una norma general, cuando se trata de un sistema nor-
mativo que se ha dejado sin efectos, la Suprema Corte de Justicia 
ha decidido, en algunos casos, la reviviscencia de las normas vi-
gentes con anterioridad a aquellas declaradas inválidas, especial-
mente en materia electoral, lo cual, si bien pudiera considerarse 

13	 Artículos 41, 43, 44 y 45, en relación con el artículo 73, todos de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, https://www.diputados.gob.mx/
LeyesBiblio/ref/lrfiyii_art105.htm 

14	 El criterio era distinto en años anteriores; como antecedentes, consultar 
Tesis P/J 94/2001, Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, 
agosto de 2001, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/188907, Violaciones 
de carácter formal en el proceso legislativo. Son irrelevantes si no trascien-
den de manera fundamental a la norma y Tesis: P./J. 6/2003, Semanario 
Judicial de la Federación, Novena Época, marzo de 2003, Acción de incons-
titucionalidad  en materia electoral. Debe privilegiarse el análisis de los 
conceptos de invalidez referidos al fondo del asunto y solo en caso de que 
estos resultaran infundados, se procederá al análisis de las violaciones pro-
cedimentales, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/184722

15	 Tesis P/J 32/2007, Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, di-
ciembre de 2007, Acción de inconstitucionalidad en materia electoral. Las 
violaciones procesales deben examinarse previamente a las violaciones de 
fondo, porque pueden tener un efecto de invalidación total sobre la norma 
impugnada, que haga innecesario el estudio de estas https://sjf2.scjn.gob.
mx/detalle/tesis/170881
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una intromisión en la esfera de facultades del órgano legislativo, 
no lo será si, con ello, se resuelve un tema de seguridad jurídica y 
se evita un vacío legal violatorio de derechos humanos. En otros, 
sin embargo, no ha resuelto que pasa con el sistema normativo 
ante la declaración de invalidez, ni qué norma debe prevalecer en 
tanto el Congreso aprueba una nueva legislación.

V. Análisis de los efectos de la acción de 
inconstitucionalidad 150/2017, en relación  

con la invalidez del Decreto de Reformas a la Ley 
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión de 2017

Como preámbulo al análisis de este caso, recordemos que el re-
conocimiento de los derechos de las audiencias dentro del capí-
tulo de derechos humanos de la Constitución mexicana se logró 
con la reforma publicada el 6 de junio de 2013,16 que adicionó al 
artículo 6º, Apartado B, Fracción VI, la obligatoriedad de esta-
blecer los derechos de las audiencias en la ley correspondiente 
en materia de radiodifusión y telecomunicaciones, así como, los 
mecanismos para su protección, considerando que todo derecho, 
para ser efectivo, no solo debe estar legalmente definido, sino 
contar con mecanismos efectivos para su defensa y para reclamar 
su puntual observancia. 

En cumplimiento al mandato constitucional la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión (en adelante LFTyR) publi-
cada el 14 de julio de 2014,17 incluyó un catálogo de derechos de 
las audiencias y previó que las concesionarias debían contar con 
defensorías que funcionaran con base en un Código de Ética, ex-

16	 Diario Oficial de la Federación, 11 de junio de 2013, Decreto por el que 
se reforman y adicionan diversas disposiciones de los artículos 6°, 7°, 
27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones. México, Secretaría de 
Gobernación https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5301941&fe-
cha=11/06/2013#gsc.ta

17	 Diario Oficial de la Federación, 14 de julio de 2014, Ley Federal de Teleco-
municaciones y Radiodifusión, México, Secretaría de Gobernación, https://
dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5352323&fecha=14/07/2014#gsc.
tab=0
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pedido conforme a los Lineamientos Generales sobre la Defensa 
de las Audiencias que emitiera el Instituto Federal de Telecomu-
nicaciones (en adelante IFT) en ejercicio de sus facultades regu-
latorias, para garantizar así el cumplimiento de los derechos de 
información, de expresión y de recepción de contenidos a que se 
refieren los artículos 6o. y 7o. constitucionales, así como, que los 
concesionarios de uso comercial, público y social contaran con 
plena libertad de expresión, programática, y editorial, evitando 
cualquier tipo de censura previa sobre sus contenidos; la Ley 
también le otorgó al IFT facultades de sancionatorias y de vigi-
lancia en relación con la protección de los derechos de la audien-
cia. Con base en ello, el contenido de los Códigos de Ética debiera 
abarcar los derechos objeto de protección y cómo se verifica el 
procedimiento para determinar si, en un caso planteado, se ha 
violentado, o no, un derecho de la audiencia; además de prever 
cuáles son las consecuencias de la violación a estos derechos y 
cómo se puede restituir a la persona afectada. 

La reforma a la LFTyR en 201718 (en adelante el Decreto 
de 2017) modificó el alcance de algunos de los derechos de las 
audiencias que ya habían sido reconocidos en 2014 como, por 
ejemplo, la obligación de que el servicio de radiodifusión se pres-
te en condiciones de competencia y calidad para salvaguardar la 
pluralidad, la veracidad de la información y fomente la identidad 
nacional; el deber de aportar elementos para distinguir con clari-
dad la información noticiosa de la opinión de quien la presenta; 
también hubo una clara regresión al hacer nugatorios los meca-
nismos de protección de los derechos de las audiencias cambian-
do a un sistema de autorregulación con base en el cual, las con-
cesionarias podrían emitir unilateralmente y con plena libertad 
de contenido, sus Códigos de Ética y por lo tanto, controlar el 
nombramiento de las y los Defensores de Audiencias, quienes, 
en lugar de serlo de las audiencias, tienden a convertirse en de-
fensores del medio de comunicación; en concordancia, se despo-
jó al IFT, tanto de su facultad para establecer los lineamientos a 

18	 Diario Oficial de la Federación,31 de octubre de 2017, Decreto por el que 
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal 
de Telecomunicaciones y Radiodifusión, https://dof.gob.mx/nota_detalle.
php?codigo=5503004&fecha=31/10/2017#gsc.tab=0
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que debían sujetarse los Códigos de Ética, como de sus atribucio-
nes en materia de supervisión, vigilancia y sanción, ordenando la 
abrogación de cualquier disposición en contrario, lo que incluyó 
a los “Lineamientos Generales sobre la Defensa de las Audien-
cias” que ya había expedido en 2016.19

El Decreto de 2017 fue impugnado judicialmente mediante 
dos juicios de amparo promovidos por defensoras y defensores 
de las audiencias y organizaciones civiles defensoras de derechos 
humanos; concretamente, la Asociación Mexicana de Defenso-
rías de Audiencias, A.C.,20 y el Centro de Litigio Estratégico para 
la Defensa de los Derechos Humanos, A.C.21 concediéndose en 
ambos casos el amparo y protección de la justicia federal, decla-
rando la inconstitucionalidad de los preceptos legales impugna-
dos por cuestiones de fondo, atendiendo a los principios de in-
terdependencia, indivisibilidad y progresividad de los derechos 
humanos y reconociendo a las asociaciones un interés legítimo 
colectivo para reclamar la inconstitucionalidad de la ley por la 
afectación a los derechos de las audiencias.

En el primero de los amparos citados, promovido específica-
mente en contra de la reforma a los párrafos segundo y tercero 
del artículo 256 de la LFTyR y en consecuencia el Artículo Segun-

19	 Diario Oficial de la Federación, 21 de diciembre de 2016, ACUERDO 
mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicacio-
nes aprueba y emite los Lineamientos Generales sobre la Defensa de las 
Audiencias, https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5466365&fe-
cha=21/12/2016#gsc.tab=

20	 Amparo 653/2019, Juzgado Primero de Distrito en Materia Administrativa 
e la CDMX y resolución confirmada por la Primera Sala de la SCJN en el 
recurso de revisión número 499/2020, https://sise.cjf.gob.mx/SVP/word1.
aspx?arch=10/0010000024885634005.doc_1&sec=H%C3%A9ctor_Jes%-
C3%BAs_Reyna_P%C3%A9rez_G%C3%BCemes&svp=1

21	 Amparo 1518/2017 promovido por Centro de Litigio Estratégico para 
la Defensa de los Derechos Humanos, Asociación Civil, seguido ante el 
Juzgado Primero de Distrito en Materia Administrativa, Especializado en 
Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con resi-
dencia en la Ciudad de México y Jurisdicción en toda la República. Amparo 
en revisión 1031/2019 resuelto por la Primera Sala de la SCJN, https://
sise.cjf.gob.mx/SVP/word1.aspx?arch=1301/13010000221872030011009.
docx_1&sec=Agust%C3%ADn_Cuauht%C3%A9moc_Jandete_Mosqueda&s-
vp=1
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do Transitorio del Decreto de 2017, se atendió particularmente 
al tema de la autorregulación; la concesión del amparo tuvo el 
alcance de dejar sin efectos la expedición y promulgación de los 
párrafos impugnados, resurgiendo la vigencia de los que forma-
ban parte de la Ley en 2014, dejando expeditas las facultades del 
IFT para la emisión de unos nuevos Lineamientos, lo que realizó 
en diciembre de 2024 en cumplimiento de la ejecutoria. En este 
caso, claramente se ordenó la reviviscencia de la norma vigente 
anterior al Decreto de 2017, en respeto a los derechos humanos. 

En cuanto al juicio de amparo promovido por el Centro de Li-
tigio Estratégico para la Defensa de los Derechos Humanos, A.C., 
el argumento central fue la violación al principio de progresivi-
dad de los derechos humanos, al desconocer derechos ya exis-
tentes, así como que, con la reforma, se eliminaron las facultades 
sancionatorias y de imposición de medidas precautorias que te-
nía el IFT en relación con las violaciones o posibles violaciones, 
por parte de los concesionarios de radio y televisión sobre los 
derechos de las audiencias. La Suprema Corte consideró que con 
esa reforma existía un retroceso en el grado de protección y ga-
rantía del derecho a la defensa de los derechos de las audiencias, 
así como en el de la protección alcanzada sobre tales derechos, 
basándose en que el principio de progresividad, que busca re-
afirmar la evolución de los derechos humanos, los cuales, una 
vez reconocidos y garantizados, no pueden ser objeto de medidas 
restrictivas o regresivas, concediendo el amparo y declarando la 
inconstitucionalidad de diversos preceptos del Decreto de 2017.

No obstante, los efectos de la concesión de este amparo fue-
ron prácticamente destruidos por la resolución que dictó poste-
riormente la Suprema Corte de Justicia en el juicio de acción de 
inconstitucionalidad 150/2017, promovido por un porcentaje de 
miembros del Senado,22 pues en ella, sin analizar el fondo, decla-
ró la invalidez del Decreto de 2017 en su totalidad porque exis-
tieron violaciones al proceso legislativo durante su aprobación; 

22	 Acción de Inconstitucionalidad 150/2017 y su acumulada 153/2017, sen-
tencia dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16 de diciem-
bre de 2022, https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5674812&fe-
cha=16/12/2022#gsc.tab=0
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por esa razón, actualmente el texto oficial de la LFTyR publicado 
en la página web de la Cámara de Diputados, bajo cada artícu-
lo, fracción o denominación que fueron objeto de modificación 
por el Decreto de 2017, incluye el texto: “declarada inválida por 
sentencia de la SCJN a Acción de Inconstitucionalidad notificada 
para efectos legales 30-08-2022.” Inclusive en los párrafos segun-
do y tercero del artículo 256 respecto de los que en el amparo 
correspondiente se ordenó la reviviscencia del texto de 2014.

Esto ha dado origen a un vacío legal, pues al eliminarse los 
artículos invalidados, la ley carece de lógica y de los conceptos 
básicos para la adecuada defensa de los derechos de la audiencia; 
los términos de la resolución de la acción de inconstitucionalidad 
y sus efectos, lejos de beneficiar la defensa de derechos huma-
nos han prolongado su violación, ya que han pasado siete años 
desde que se aprobó la reforma declarada inconstitucional y ac-
tualmente, no se cuenta con una regulación clara y completa que 
garantice el respeto a estos derechos. 

Evidentemente, es obligación constitucional del Congreso de 
la Unión legislar al respecto, a efecto de cubrir las lagunas y dar 
cumplimiento a la Constitución previendo claramente los meca-
nismos de protección de los derechos de las audiencias y garan-
tizándolos, omisión grave, pues estamos hablando de defensa de 
derechos humanos. 

Este ejemplo nos advierte la necesidad de revisar puntual-
mente la trascendencia de los efectos anulatorios de las senten-
cias que se dictan en las acciones de inconstitucionalidad para 
evitar vacíos legales; la solución puede ser establecer en la Ley 
la obligación de analizar, en cada caso, si es procedente o no de-
clarar la reviviscencia de la norma que estaba vigente antes de la 
que ha sido invalidada, en tanto el Congreso legisla nuevamen-
te, otorgándole de un plazo determinado para hacerlo y mante-
niendo la reviviscencia en tanto eso no ocurra. Así mismo, es 
necesario crear mecanismos para que la Suprema Corte se vea 
obligada a armonizar sus propias resoluciones y las de los Tri-
bunales Colegiados, en su caso, emitidas en los diversos medios 
de control en relación con el mismo cuerpo normativo, para no 
caer en contradicciones, como sucedió en el ejemplo planteado. 
En todo caso, el objetivo es otorgar seguridad jurídica en relación 
con la aplicación de la ley, en defensa de los derechos humanos.
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